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1. Introducción 

En España el debate acerca de la dependencia es reciente. Surge con relación a los 

profundos cambios evidenciados por las ciencias sociales en las últimas décadas. En primer 

lugar, los datos de la Encuesta de Deficiencias, Discapacidades y Estado de Salud en 1999 

revelaron un importante número de personas que acogían cuidados insuficientes o carecían 

de ellos, mientras los discursos institucionales y populares daban por sentado que la familia 

tradicional asumía sin esfuerzos las cargas. Poco después, la Encuesta Continua de 

Hogares registraba importantes cambios en la estructura de la convivencia. Entre ellos, la 

disminución del tamaño medio de los hogares –lo que significa menos posibilidades de 

cuidados-, el rápido incremento de las residencias unipersonales –por decisión voluntaria o 

por soledad forzosa de las longevas- y el surgir de las familias mono(p)marentales 

sometidas a dobles cargas -laborales y de trabajos de atención a otras personas-. También, 

se constata que los hogares están modificándose de un solo “para siempre”, a varios de 

duración limitada y emergen nuevas formas de vivir en unión, con indefinidos nexos de 

solidaridad entre sus miembros. Hay menos posibilidades de apoyar a otros y, al mismo 

tiempo, emergen valores culturales que cuestionan el rol subordinado de ser cuidadora, sin 

reconocimiento social. Por último, las proyecciones demográficas señalan, reiteradamente, 

el crecimiento exponencial del número de personas que van a precisar cuidados de larga 

duración. A mediados del siglo XXI, España estará compuesta por un 62,5% de mayores 

(Eurostat, 2015). 

Verificadas estas transformaciones, en el ámbito académico empieza a plantearse 

que se asiste a un cambio de paradigma en los trabajos de cuidados. De atender a los niños 

y varones, a estar disponible para ofrecer horas de presencia en la vulnerabilidad y la 

dependencia. Conforme con (Kittay 1999), (Young, 2003), (Fine y Glendinning, 2005), 

(Tronto, 2005), (Gilligan, 2006) y (Fineman 2008) estas son las situaciones definitorias del 

conjunto de la población –no la autonomía-, tanto de forma discontinua asociadas a los 

cambios inherentes en el ciclo de la vida, como en los estados permanentes de la 

dependencia, la enfermedad crónica o la diversidad funcional. Asimismo, desde los análisis 
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científicos comenzó a cuestionarse las bases del estado de bienestar español centrado en 

proteger el ciclo del empleo y, de forma implícita, en hacer descansar el resto de la 

protección social en los hogares (Alguacil, 2012), (Carrasquer, 2013) y (Gálvez, 2013).  

Sin embargo, pese a su importancia, los trabajos de cuidados no tienen peso 

relevante en la agenda pública española, por los constantes intentos de paliar fenómenos 

endémicos como el paro y la pobreza. En un lapso de bonanza, el gobierno central promovió 

una amplia investigación (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2005) para orientar a las 

administraciones acerca de cómo ayudar las personas carentes de autonomía. Concluidos 

estos análisis, se promulgó la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 

Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de Dependencia. Transcurrida 

cerca de una década de ser publicada, los análisis de las ciencias sociales acerca de cómo 

se ha aplicado en España son valiosos, pero todavía exiguos. Con distintas metodologías, 

hay aproximaciones sobre el conjunto de las regiones (Martínez-Buján, 2014), (Oliva, 2014) 

y (Jiménez-Martín et al., 2016), a los casos de Andalucía (Cano, 2012) y (Martín Vecino et 

al, 2015), Cataluña (Comas, 2014), Galicia (Mayobre y Vázquez, 2015), País Vasco y 

Madrid (Barbieri y Gallego, 2015) y Castilla-La Mancha (Cobos, 2016 a). En este sentido, la 

presente comunicación intenta suplir alguna laguna centrándose en evaluar las políticas 

públicas, desde la perspectiva de las personas que experimentan limitaciones en las 

actividades básicas de la vida diaria y sus cuidadoras. 

2.  La definición de los cuidados a la dependencia en España 

A partir de fines del siglo XIX, tras ásperos conflictos entre las fuerzas obreras y los 

poderes políticos, económicos y religiosos, algunos estados europeos se atribuyeron la 

capacidad de proteger socialmente a sus ciudadanos. En este sentido, el primer modelo 

para amparar el “ciclo del empleo”, denominado Bismarck, se gestó en Alemania para 

ayudar a los varones cuando eran incapaces de ser empleados por enfermedad o accidente 

profesional y por la salida del mercado laboral en la vejez. Pero, entre sus objetivos no se 

encontraba la dependencia, que debía ser atendida en los hogares por las mujeres o, en 

caso de inexistencia de cuidadoras, por instituciones benéficas. Un modelo más avanzado 

de protección emergió al término de la segunda contienda mundial, cuando países del norte 

de Europa adoptaron los postulados de William Beveridge. En este modelo, se reflexiona 

que la vulnerabilidad y la dependencia son condiciones que afectan a todas las personas en 

cualquier momento del “ciclo de la vida” y, en consecuencia, deben ser protegidas de la 

“cuna a la tumba”. 
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Los países del sur de Europa constituyen un caso especial. Con gran demora 

respecto a los demás países del continente, por sufrir dilatados periodos de faltas de 

libertades, en ellos se instauró un modelo denominado en la literatura de protección social 

como Mediterráneo o Familiarista (Bettio y Plantenga, 2004), (Adelantado, 2009), (Martín 

Castro, 2012), (Moreno, 2012), (Rey, 2013) y (Muñoz González, 2015). Sin haber 

experimentado conflictos con los movimientos feministas acerca de las condiciones en las 

que deben realizarse los trabajos de cuidados, la administración española se centra en 

atender las fatalidades que puedan padecer los trabajadores, a través de un sistema 

sanitario cuyos fines son curativos. Con bajo peso de la prevención y del cuidado 

profesional, los trabajos de atender a las vulnerabilidades y la dependencia recaen, 

tradicionalmente, sobre la “obligación moral” de las mujeres con los demás (Aznar y 

Belmonte, 2013), (Serrano et al 2013) y (Comas, 2015). En última instancia, cuando ningún 

familiar puede hacerse cargo de cuidar, las personas son confiadas a la beneficencia o a la 

caridad religiosa (Adelantado, 2009).  

Asimismo, los sistemas de protección social, se aproximan de diferentes formas a la 

dependencia, de acuerdo con la ponderación que otorgan a unos u otros elementos 

explicativos. Quienes se centran en amparar el ciclo laboral, focalizan intervenir en el 

síndrome biológico de fragilidad del anciano. Así, en los modelos de inspiración Bismarck se 

atienden los episodios agudos, las enfermedades crónicas, la comorbilidad o la diversidad 

funcional en su dimensión biológica. Con posterioridad a ser determinado como frágil, como 

una fase ineludible de deterioro, se alcanza la dependencia. Una condición que es evaluada 

como falta de autonomía individual –no relacionada con la unidad de convivencia o la 

comunidad- y, de este modo, queda desresponsabilizada la sociedad (Comas, 2014) y 

(Gómez Bernal, 2014). España es partícipe de esta orientación y, además, concibe la falta 

de autonomía como un coste vinculado a los umbrales legales de poder participar en el 

mercado laboral. Bajo este prisma, son protegidas la infancia, como una etapa preparatoria 

para el empleo, y la vejez, un tiempo en el que la persona es incapaz de ser empleada. 

Dotados de una modesta partida presupuestaria, los cuidados de larga duración, 

incluyéndose los componentes sanitarios y los sociales, significan el 0,7% del Producto 

Interior Bruto. Un gasto muy alejado del 1,7% dedicado como media en la OECD. Junto a 

este fuerte desfase público, el sistema español se caracteriza por su medicalización. Del 

0,7% total, el sector sanitario recibe el 0,6% y el social el 0,1% (OECD, 2015). 
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Para las ciencias sociales y el modelo de protección nórdico, la dependencia es un 

proceso intrínseco al ciclo vital. En un porcentaje mayoritario de la existencia, las personas 

experimentan vulnerabilidades o limitaciones en la salud y en las actividades de la vida 

diaria. Además, se razona que los trabajos de cuidados, de forma necesaria, implican 

relaciones interpersonales. Entonces, hay que tener en cuenta a las personas que precisan 

atención y, de manera simultánea, es ineludible reconocer a quienes las acompañan. Por 

tanto, y a diferencia de las anteriores visiones, los fines son más amplios. Consisten en 

satisfacer las necesidades específicas de las dependientes y de sus cuidadoras, en sus 

dimensiones biológicas, económicas y sociales. Para este, propósito se dispone de medidas 

validadas, que se encuentran a disposición de los gobiernos y de la comunidad 

investigadora. Así, con la intersección de los datos pueden reconocerse algunos de los 

citados elementos y otros que, ineludiblemente, deberían ser contemplados para apoyar a la 

unidad de cuidados. Entre ellos, y siempre respecto a la dependiente y sus cuidadoras, la 

pobreza, el aislamiento relacional, la exigencia de ser atendida, ofrecer más de 20 horas 

semanales de presencia a otras personas o las dificultades o incompatibilidad de ofrecer 

trabajos de cuidados con el proyecto vital de quienes los prestan. Desde esta perspectiva, 

que contempla las necesidades de las personas, los trabajos de cuidados tienen que estar 

en el centro de cualquier política pública (Carrasco, 2013), (Carrasquer, 2013) y (Comas, 

2014). 

 

3.  La gestión de la dependencia en España desde las ciencias sociales 

Con el fin de identificar a quienes precisan apoyos y, asimismo, a sus potenciales 

cuidadoras, hay que plantear un interrogante. ¿Puede determinarse un criterio etario para 

establecer una dependencia social, como se realiza para entrar y salir del mercado laboral?  

Al respecto, en los últimos años en el ámbito de la Unión Europea y de la OECD, se han 

consolidado tres indicadores que facilitan precisar la población destinataria de políticas de 

protección social. En primer lugar, el indicador “esperanza de vida en salud desde los 65 

años”, que exceptúa los casos de falta de autonomía temprana o los derivados de 

accidentes, ofrece una validez sólida para determinar el momento de comienzo de la 

dependencia. De acuerdo con este indicador, en 2014 los hombres perdían su salud como 

media a los 75,1 años, con una esperanza de vida de 84,4 –viven durante 9,3 años con falta 
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de salud- y las mujeres empiezan a carecer de salud a los 74,4 y fallecen a los 88,5 años -

14,1 años en situación de enfermedad-. Por tanto, conforme con este indicador puede 

establecerse los 75 años como umbral etario de la dependencia. Junto a esta medida 

patológica, en el espacio europeo se han incorporado las experiencias de las personas a 

través de otros dos indicadores: “autopercepción de la salud en últimos seis meses” (Jagger 

et al., 2010) y “autopercepción de limitaciones en las actividades de la vida diaria”. Los datos 

son recogidos a través de la European Health Interview Survey, incluyéndose como 

variables socio-económicos: el sexo, la edad, el estado laboral, el grado educativo, los 

ingresos y la disponibilidad de relaciones sociales. Un análisis multivariable, que excede los 

propósitos de este texto, permitiría verificar diferencias significativas entre las variables 

contempladas. 

 

Tabla 1. Mayores de 75 años potencialmente beneficiarias por dependencia en España 

respecto a su autopercepión de salud y sus limitaciones en la vida diaria 

 Hombres Mujeres Total Fuentes 

Mayores de 75  1.662.028 2.612.120 4.274.148 Padrón  

Estimaciones sobre criterios europeos 

Salud mala o muy mala 413.845 882.897 1.296.742 Eurostat  

Limitaciones alguna y severa 963.976 1.812.811 2.776.787 Eurostat  

Limitaciones severas 276.965 647.806 924.771 Eurostat  

Estimaciones y prestaciones españolas y número de cuidadoras 

Proyección L. Blanco (2015)   1.373.248 L. Blanco  

Estimación EDAD   1.383.600 EDAD  

Cuidadoras 378.200 1.198.100 2.088.100 EDAD (1) 

Solicitudes 565.766 1.044.948 1.610.714 SAAD  

Derecho a prestaciones   1.180.435 SAAD  

Con prestaciones 271.783 524.326 796.109 SAAD  

Grado III   349.795 SAAD  

Plazas   359.035 CSIC  

Ocupación 84.913 185.373 270.286 INE  

Fuentes: Padrón. Eurostat (Self-perceived health and Self-perceived long-standing limitations in usual 

activities due to health problem by sex and age).  Libro Blanco de la Dependencia. Encuesta de 

Discapacidad, Autonomía Personal y Situaciones de Dependencia. Sistema de Autonomía y Atención 
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a la Dependencia (datos a 31 de diciembre de 2015), CSIC e INE. Algunas estadísticas no ofrecen 

datos por sexos. (1) No consta sexo de 511.800 cuidadoras. 

En la tabla es calculada la población potencial que precisaría cuidados, de acuerdo 

con los criterios europeos. Asimismo, se recogen las estimaciones acerca de la dependencia 

ofrecidas en el (Libro Blanco, 2004) y la (EDAD, 2008), para confrontar estas cifras con 

quienes reciben prestaciones y cuidan en España. En los indicadores propuestos por 

Europa, el análisis es limitado a la cohorte de 75 o más años y, en consecuencia, la 

población que declara deterioro en la salud o limitaciones es infravalorada, porque cerca del 

30% de la población beneficiaria de prestaciones tiene menos de 65 años (SAAD, 2015).los 

criterios europeos y con los umbrales etarios de ser menor de 14 años y de ser mayor de 75 

años, en España el 31,75% del ciclo vital de las mujeres y el 27,6% de los hombres se 

caracteriza por la falta de autonomía (Eurostat, 2015). Situaciones acompañadas, casi 

siempre, con la presencia de una cuidadora.  En ocasiones, interseccionándose con la 

dependencia, el 29.6% de los habitantes de España tenían problemas de salud o 

enfermedades crónicas. De ellos el 31,8% eran mujeres y el 27,3% varones (Eurostat, 

2015). Con el análisis de estos indicadores normalizados en Europa, que conjugan la 

pérdida de la salud y la experiencia de las personas, validan la hipótesis de las ciencias 

sociales cuando sostienen que sumadas la vulnerabilidad, la dependencia y los trabajos de 

cuidados, la mayor parte de la vida transcurre en alguna de estas condiciones. 

Dentro de las profundas transformaciones que se han producido en las sociedades 

postindustriales, (Himmelweit, 2004 y 2011), (Lynch, 2007) y (Durán, 2010) observan que, 

en la actualidad, los tiempos de los trabajos de cuidados –estar disponible para apoyar a 

otras personas- superan a los empleados en la producción. Otros de los últimos cambios es, 

de acuerdo con los estudios de (Durán, 2014), la necesidad de más unidades de cuidados 

para atender a las mayores, sobre todo a las mujeres, que a la infancia. Con el aviso que, de 

acuerdo a las proyecciones demográficas, las cargas a dedicar a la vejez se incrementarán 

significativamente en los próximos años. Sin embargo, estos trabajos de cuidados y otros se 

distribuyen de forma inequitativa. Algunos grupos – hombres y clases con poder adquisitivo- 

ejercen su “irresponsabilidad privilegiada” (Tronto, 2005). Eluden apoyar a las personas 

cercanas en situación de vulnerabilidad, dependencia o no son corresponsables con quienes 

deberían ser “iguales”, porque estiman otras actividades más importantes o se manifiestan 

liberados de cuidar. 
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En el sistema de protección español, los que definen y ejercen el gobierno enfatizan 

la responsabilidad del individuo en el autocuidado y el envejecimiento activo. Ideas que 

hacen compatible con la suposición que, “la familia” es la proveedora de apoyo a un 

importante porcentaje de población vulnerable. Así, con estos fundamentos, las 

administraciones reiteran las ventajas de mantener a las ancianas en el elemento natural del 

hogar, como la respuesta más humana y, sobre todo, menos costosa para las arcas 

públicas. Entonces, de forma tácita, se admiten dos partes en los cuidados, una receptora y 

otra proveedora de los mismos. Simultáneamente, esta parte debe ser empleada para 

satisfacer las necesidades materiales de la casa o ya dispone de una edad muy avanzada, 

que limita su capacidad de cuidar. Pero, en el modelo español centrado en la patología y en 

la prestación económica individualizadas, las relaciones de apoyo ofrecidas por las 

cuidadoras, desde algunas perspectivas, se suponen “desinteresadas”. Solo se concede 

prestación a quien es reconocido como dependiente. De acuerdo con la (EDAD, 2008), más 

de dos millones de cuidadoras ofrecen una intensa presencia a otras diariamente, pero 

permanecen desprovistas de derechos laborales, económicos o de formación para apoyar a 

las otras y autocuidarse.  

Otro de los rasgos de la protección española es su carácter pasivo. Concebida como 

un derecho subjetivo, solo se activa a demanda de la persona afectada, que debe ser 

evaluada para otorgarla un grado de falta de autonomía. En todo caso, para ejercer los 

derechos que, formalmente, están recogidos en la legislación hay que contar con apoyos 

para llevar la solicitud ante las instituciones y, además, creer que van a ser atendidos. 

Después de adquirir esta convicción, la dependiente y su cuidadora deben enfrentarse a un 

procedimiento evaluativo, con las facilidades o las trabas interpuestas por los distintos 

gobiernos autonómicos. En este sentido, bajo el principio de identificar la eficiencia con un 

estricto control del déficit público y evitar posibles usos fraudulentos, durante la 

implementación de la Ley de Dependencia, se han modificado con frecuencia los procederes 

administrativos. De ellos el más destacable, ha sido cambiar los criterios de evaluación de la 

falta de autonomía que, con anterioridad, era medida con escalas supuestamente objetivas. 

Tras esta mudanza de criterios, algunas autonomías han conseguido rebajar el grado de 

reconocimiento y, en consecuencia, las prestaciones asociadas de muchas personas. Sirva 

como muestra, que en el año 2010 había 488.436 evaluadas en el grado III, el máximo de 

dependencia, y, año tras año, las incluidas en este grado se han reducido hasta 349.795, en 

el ejercicio cerrado de 2015. Además, con estas y otras actitudes dilatorias, las regiones se 

han significado por aplicar un tiempo desproporcionado entre la llegada de la solicitud y las 

ayudas a la dependencia. De acuerdo con los últimos datos difundidos, el 21,13% de las 



MESA DE TRABAJO 6: DEMOCRACIA, PARTICIPACIÓN POLÍTICA, MOVIMIENTOS SOCIALES 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

655 
 

pretendientes a ayudas habían fallecido sin haberlas recibido (Ministerio de Sanidad, 

Servicios Sociales e Igualdad, 2015). 

En España, hay una secular infradotación de medios públicos para proveer ayuda 

socio-sanitaria profesional en los domicilios, ofrecer descanso y formar a las cuidadoras, con 

notables divergencias entre las regiones (Alguacil, 2012), (Karsten y Jiménez, 2013), (Leyra 

y Roldán, 2013) y (Martínez-Buján, 2014). Pero, como las autonomías disponen de 

capacidad para definir sus políticas, se ha generado una heterogeneidad de formas de 

implementar la dependencia, que han consolidado prácticas alejadas del espíritu de la ley. 

Algunos gobiernos regionales han derivado recursos que debían asignarse a servicios 

profesionales a conceder modestos auxilios monetarios a las cuidadoras, denominados 

como “prestación económica para cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores no 

profesionales”. Una disposición de las administraciones que asigna tareas a las mujeres, 

para las que no están cualificadas y, quizás, no deseen realizar. Es cierto que, desde una 

perspectiva economicista, esta medida permite reducir costes. Si bien, la ley española 

señala estas transferencias monetarias como algo excepcional, porque no facilitan una 

atención profesionalizada a las dependientes (Martínez López, 2014), (Pérez Orozco, 2014) 

y (Carral, 2015). 

Para quienes precisan o desean ayuda fuera de su casa, conforme con los últimos 

datos publicados, en España hay 359.035 plazas residenciales. Cuya gestión es privada 

72,6% -260.566 plazas-, con una importante participación de la iglesia católica, que 

establece convenios con las administraciones para ofertar plazas. Para quienes aspiren a 

cuidados de titularidad pública queda un 27,1% -97.145 plazas-. Respecto a esta brecha de 

recursos, es necesario significar que a la hora de confiar a las dependientes a una 

residencia privada, en muchas ocasiones, las familias se enfrentan a una calidad 

desconocida de los servicios, por la insuficiencia de profesionales cualificados en el conjunto 

del país y, singularmente, en el sector mercantilizado. Si bien, el aspecto más relevante de 

esta oferta radica en el hecho que no cubre las necesidades de las 349.795 dependientes 

de Grado III -el más elevado de falta de autonomía- a 31 de diciembre de 2015. Unas 

personas que precisan la atención constante de otras, pero, conforme con el último dato 

publicado por el (INE, 2013), solo se disponía de 270.286 plazas para las carentes de 

autonomía, porque casi una de cada cuatro plazas estaba desocupada.  

En todo caso, una vez lograda la prestación residencial, hay que ajustarse a una 

oferta no siempre cercana al domicilio y, por añadido, debe afrontarse el copago que impone 
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la Ley de Dependencia en su exposición de motivos: “Los beneficiarios contribuirán 

económicamente a la financiación de los servicios”. Con la advertencia que las comunidades 

aplican disimilares criterios en el copago sobre los ingresos de la dependiente –la pensión- 

y, algunas, los aplica sobre el total de ingresos y del patrimonio. Sin que pueda olvidarse 

que, según la memoria económica de acompañamiento de la Ley, el copago debe suponer 

más de un tercio de los ingresos de las administraciones para financiar la dependencia. 

Estas barreras de acceso implican que, para eludir los costes trasladados por las 

administraciones a las personas, buena parte de quienes son beneficiarias renuncien a una 

prestación exigua con la que no pueden pagar los servicios y que, alguna familiar, deba 

asumir los trabajos. Incluso en los casos de la dependencia más avanzada, junto a la 

insuficiencia de plazas, en muchas ocasiones se mantiene a las más pobres en casa, para 

que no sean desposeídas de las pensiones sobre las que se realiza el copago (Peterson, 

2009). Esto puede ser explicado por el hecho que, a diferencia de los servicios sanitarios de 

carácter universal, los bajos ingresos medios y la desigualdad de renta –España, de acuerdo 

con el índice de Gini, es el segundo país de la Unión Europea en esta desigualdad-, abren 

una brecha entre los privilegiados, que adquieren servicios de cuidados en el mercado, y la 

inmensa mayoría que no pueden hacerlo. Sin que pueda obviarse que, quienes disponen de 

menos ingresos experimentan peor calidad de salud y más limitaciones en las actividades 

de la vida diaria. Asimismo, en los últimos años, los trabajos de cuidados se han feminizado 

y precarizado, aún más. Por una parte, los hogares pudientes han recurrido, sobre todo, a 

inmigrantes, cuyas condiciones laborales son, con frecuencia, irregulares (Morcillo et al., 

2010), (Ezquerra, 2012), (Gálvez, 2013), (Martínez-Buján, 2014) y (Comas, 2015). Por otra 

parte, la mayoría de las mujeres han debido asumir interminables dobles jornadas, 

compuestas por los trabajos de cuidados y el empleo, con renuncias fortísimas en sus vidas 

(Morcillo et al., 2010), (Ezquerra, 2012), (Sánchez Reinón, 2012) (Márquez y Martín, 2013), 

(Serrano et al, 2013) y (Comas, 2015).  

 

4. Discusión 

Con este cúmulo de evidencias, hay que reflexionar acerca de la dualidad entre los 

análisis científicos sociales y el discurso oficial de la dependencia. Desde las instituciones, la 

norma se presentó –se presenta- como un avance decisivo en la protección pero, de 

acuerdo con la revisión exhaustiva del tema y los datos analizados, no responde a las 
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declaraciones de los gestores. Igualmente, en dirección a legitimar las políticas, hay algunos 

estudios preocupados en el coste monetario que deberían asumir los gobiernos, pero eluden 

razonar las condiciones sociales de las dependientes y sus cuidadoras. Por tanto, hay que 

estimar la posibilidad de sesgos en quienes han definido y gestionan las políticas del 

sistema de atención o se centran en los costes económicos. Pueden disponer un 

conocimiento obsoleto sobre la realidad social, aplicar una visión androcentrista, trasladar su 

experiencia como sujetos autónomos a los análisis de una sociedad vulnerable, pagar 

servicios mercantiles de cuidados y liberarse de los mismos o apoyan sin ambages el 

desmantelamiento del bienestar.  

En todo caso, cuando se proclama, formalmente, satisfacer las necesidades de las 

personas que precisan apoyos emergen nuevos elementos que deben ser considerados en 

la gestión pública: la falta de vínculos de apoyo o la insuficiencia de tiempo para enfrentarse 

a procedimientos evaluativos, barreras o prácticas administrativas disuasorias y, de manera 

singular, los estigmas fomentados por los gestores por una perspectiva sesgada o 

deliberada. Entre los problemas a resolver, la recurrente idea de fraude, sostener que se 

prodiga mejor atención a las dependientes en la familia –mediante el esfuerzo 

“desinteresado” de las cuidadoras- o afirmar que se puede conciliar, sin costes, el empleo y 

ofrecer trabajos de cuidados.  

Para futuros estudios, dos temas clave quedan por confrontar con los discursos 

oficiales y economicistas. En primer lugar, el papel del sector sociosanitario privado, que 

recibe de forma directa el 36% del gasto de la dependencia pagado por clientes y un 

indefinido porcentaje a través de convenios con las administraciones (OECD, 2015). Al 

respecto (Alguacil, 2012), (Planella, 2012) y (Rey, 2013) destacan que, a la hora de 

desarrollar la Ley de Dependencia, se partía de una poderosa infraestructura mercantilizada 

para prestar cuidados de larga duración y de un modesto sector público fragmentado en 

varias administraciones territoriales. Precisamente, el hecho de ser el sector privado el 

principal proveedor de servicios de cuidados, en un contexto de crisis y de involución en la 

igualdad, ha podido manifestarse decisivo para definir las políticas de la protección. El 

segundo tema a tratar en próximos trabajos es la posibilidad que la Ley de Dependencia 

haya sido regresiva. En este sentido, un significativo número de autoras (Guzmán, 2010), 

(Monserrat y Montejo, 2012), (Karsten y Jiménez, 2013), (Serrano, et al., 2013), (Benería y 

Martínez-Iglesias, 2014) y (Lombardo y León, 2015), coinciden en sostener que, tanto la 

promulgación de la Ley como su desarrollo, se han realizado descontextualizadas de las 

desigualdades de clase, género y raza. Los mayores porcentajes de copago recaen sobre 
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las unidades de convivencia con capacidad adquisitiva media-baja y los trabajos de 

cuidados sobre las mujeres de estas clases y las inmigrantes con condiciones laborales 

precarias. Ambos temas precisan unas reflexiones finales. En el Estado Español, la mayoría 

de las personas que experimentan una salud mala o muy mala o alguna o severas 

limitaciones no son reconocidas como dependientes, acogen escasos cuidados 

profesionales o no los reciben y las administraciones tienen conocimiento de estas 

situaciones, pero apelan a que se cumpla el proceder burocrático. Con verosimilitud, porque 

los gobiernos tienen constancia que las dependientes y sus cuidadoras no disponen de 

capacidad para organizarse y hacer valer sus demandas, a través de mecanismos de 

presión (Brodiez-Dolino, 2013), (Serrano et al 2013) y (Cobos, 2016 a y b). 

5. Conclusiones  

De acuerdo con los criterios europeos, los datos analizados evidencian una elevada 

brecha entre quienes experimentan mala y muy mala salud o limitaciones severas en las 

actividades de la vida diaria y, por otra parte, las que disfrutan de prestaciones y la oferta de 

servicios. Estos déficits se producen incluso entre las evaluadas en el grado III de 

dependencia, que necesitan la presencia de otras personas de forma continua. Los trámites 

y las dilaciones administrativas y, sobre todo, los onerosos copagos que son impuestos a la 

dependencia ejercen como medidas disuasorias, en gran parte de la población, para recibir 

cuidados. De este modo, amplios sectores de la dependencia, singularmente, las personas 

con menores recursos económicos quedan excluidas de la atención por las 

administraciones.  

El sistema de asistencia español fundado sobre las bases de la beneficencia, la 

caridad y, sobre todo, por el esfuerzo de las mujeres, no garantiza la igualdad en el acceso a 

los cuidados. Además, en los últimos años, junto a la creciente mercantilización de la 

asistencia, se ha pretendido responsabilizar de la vulnerabilidad y de la dependencia a la 

familia tradicional –un tipo de organización en declive- para que, en última instancia, los 

trabajos de cuidados vuelvan a recaer sobre las mujeres.  Como conclusión, desde la 

perspectiva de satisfacer las necesidades de las dependientes y de sus cuidadoras, la 

gestión es muy ineficiente.  
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